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Introducción*

Las muertes de Samba Marti-
ne, el 19 de diciembre de 2011 
en el Centro de Internamien-
to de Extranjeros de Aluche 
en Madrid, y de Ibrahim 
Sissé, de Guinea Conakry, el 
6 de enero de 2012 en el de 
la Zona Franca en Barcelona, 
fueron los detonantes que 
situaron en el escenario pú-
blico las graves condiciones 
que atraviesan los migrantes 
en situación irregular que 
son retenidos en los Centros 
de Internamiento de Extran-
jeros españoles (CIE). 

La noticia dejó de ser un tema 
de interés reducido a espacios alternativos y cobró fuerza 

en los medios de comunica-
ción masivos que dedicaron 
portadas y páginas enteras 
a tratar este tema durante la 
segunda quincena de enero 
de 2012. El debate se exten-
dió al ámbito político a tra-
vés del pronunciamiento de 
diversos actores del Gobier-
no central, la Generalitat de 
Catalunya, la Defensoría del 
Pueblo, representantes de di-
ferentes partidos políticos y 
organizaciones sociales que 
trabajan en la defensa de los 
derechos de los migrantes. 

La gravedad de los aconteci-
mientos, el oscurantismo y la 
ambigüedad en el funciona-

miento de estas instituciones ha consolidado la Plataforma 
para el Cierre de los CIE que en los últimos años ha trabajado 
denunciando continuamente los abusos, vejaciones y vul-
neración de los derechos de los migrantes internos. Se han 
organizado manifestaciones y numerosas charlas para infor-
mar a la ciudadanía sobre este tema y se ha demandado una 
respuesta efectiva por parte del Gobierno. La movilización, 

Resumen: 
Este trabajo plantea una aproximación crítica a la gestión de los 
flujos de la migración irregular en España y a los principios legales 
y prácticas administrativas aplicadas por el Estado en los procesos 
de expulsión que legitiman la existencia de los Centros de Inter-
namiento deExtranjeros (CIE). Se realiza además una descripción 
detallada y novedosa de la situación actual de los CIE, centrada en 
tres aspectos: 1) las irregularidades en la aplicación del Reglamen-
to, 2) el estado de las dependencias y 3) las condiciones personales 
de los migrantes detenidos, quienes están expuestos sistemática-
mente a la vulneración de sus derechos. Finalmente, se exponen las 
principales propuestas planteadas recientemente por el Gobierno 
español para mejorar la gestión de los CIE como respuesta ante la 
presión ejercida por parte de las organizaciones de la sociedad ci-
vil, especialmente después de las denuncias públicas respecto a la 
muerte de dos internos entre diciembre de 2011 y enero de 2012.

Palabras clave: Centros de Internamiento de Extranjeros (CIE), flujos 
migratorios, política de inmigración, estatus legal irregular, expul-
siones, control social.
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finalmente, va teniendo eco en las autoridades, que empie-
zan a tomar diversas medidas, como la creación de un Regla-
mento común de organización y funcionamiento para todos 
los CIE de España, la formación de los cuerpos policiales en-
cargados de la seguridad de los CIE y la creación de juzgados 
de Vigilancia en la ciudad de Barcelona.

En este contexto, es necesario realizar una reflexión crítica 
sobre los aspectos estructurales y legales, y los procedimien-
tos administrativos que legitiman la existencia de los Centros 
de Internamiento de Extranjeros en España para, finalmente, 
analizar la pertinencia de las medidas que el Gobierno está 
proponiendo, en el contexto de la coyuntura actual de grave 
crisis económica y de reducción generalizada de derechos so-
ciales por los que atraviesa el país.

El presente trabajo plantea una aproximación crítica a la 
gestión de los flujos de la migración irregular en España y 
a los principios legales y prácticas administrativas aplicadas 
por el Estado en los procesos de expulsión que legitiman la 
existencia de los Centros de Internamiento de  Extranjeros 
(CIE). Se realiza, además, una descripción detallada de la si-
tuación actual de los CIE, centrándose en tres aspectos: 1) las 
irregularidades en la aplicación del Reglamento, 2) el estado 
de las dependencias y 3) las condiciones personales de los 
migrantes detenidos, que están 
expuestos sistemáticamente a 
la vulneración de sus derechos. 
Finalmente, se exponen las 
principales propuestas plan-
teadas recientemente por el 
Gobierno español para mejorar 
la gestión de los CIE como res-
puesta ante la presión ejercida 
por parte de las organizaciones 
de la sociedad civil, especialmente después de las denuncias 
públicas a raíz de los dramáticos sucesos mencionados al 
principio de este apartado. 

La información etnográfica contenida procede del trabajo de 
campo (según la observación directa, la realización de histo-
rias de vida, entrevistas, testimonios y el seguimiento y revi-
sión de los informes y documentación sobre la situación de 
los internos) realizado en 2010 en el Centro de Internamien-
to de la Zona Franca de Barcelona (Jarrín Morán, 2010); con 
seguimiento y revisión posterior de los informes elaborados 
por Asociaciones y ONG sobre la situación de los CIE en Es-
paña y el seguimiento de las noticias y debates publicados 
por los medios de comunicación en torno a este tema.

Contexto legal y procesos administrativos: 
de camino a los Centros de Internamiento de 
Extranjeros (CIE)

El crecimiento de la inmigración extranjera en España en las 
últimas décadas (Arango, 2000; Aja, Arango y Oliver, 2012), el 
fortalecimiento de las medidas de control de fronteras −que 
en los últimos años han experimentado un endurecimiento 
en el ámbito global (Cornelius et al., 2004; Collett, 2011)– y 
los procesos de retorno –voluntario y forzoso– de la pobla-
ción inmigrada son fenómenos interdependientes que dan 

cuenta de la estrecha vinculación que existe entre los factores 
que motivan la emigración y que fomentan la inmigración. 
La correlación de fuerzas provocada por los mercados que 
influyen en la oferta y demanda de mano de obra y el estable-
cimiento de medidas de control político y social determinan 
las condiciones temporales y espaciales para la existencia de 
un excedente de población forzada a salir de sus países de 
origen y a la recepción de esa población en un mercado labo-
ral precarizado y en un sistema social discriminatorio. Como 
señala Gil Araujo (2010: 23), “ante el aumento del desempleo 
disparado por la crisis internacional, el trabajo deja de operar 
como legitimador de la inmigración, y lo que la lógica del 
pensamiento de Estado impone es que los y las migrantes 
vuelvan a su lugar natural de pertenencia: sus países. (…) 
Desde el Estado y desde la sociedad de inmigración siempre 
se le recordará que su presencia es una anomalía, que este lu-
gar no le pertenece, que su lugar natural está en donde están 
sus orígenes”.

España abrió las puertas a la población procedente de los 
países del sur como una alternativa temporal para cubrir las 
necesidades del mercado laboral en sectores no cualificados 
como la agricultura, el servicio doméstico y la construcción, 
que contaban con plazas vacantes debido a la precariedad 
salarial, a la profesionalización de la población española y al 

crecimiento de las urbes, res-
pectivamente. Los inmigran-
tes fueron acogidos como 
mano de obra barata y con 
derechos laborales restringi-
dos y no como personas de 
derecho –ciudadanos– con 
un bagaje cultural propio y 
unas expectativas de vida 
que no se limitan al ámbito 

económico (De Lucas, 1994; Calavita, 2005; Rodríguez Gar-
cía, 2010a: 28, 33, 38; 2010b: 265). 

En los últimos años, ante el incesante crecimiento de la po-
blación migrante, los dirigentes del Gobierno español deja-
ron de considerar la inmigración como una solución laboral 
alternativa; por el contrario, actualmente, la presentan ante 
la opinión pública como un problema, especialmente a los 
migrantes en situación irregular que se han convertido en el 
chivo expiatorio de los asuntos relacionados con la seguri-
dad, el gasto público y el desempleo1. Los gobiernos a través 
del discurso antimigración, de los mecanismos de control, 
del funcionamiento del aparato estatal administrativo y del 
fortalecimiento de la Ley de Extranjería han naturalizado 
la exclusión de la población migrante posibilitando, de este 
modo, la vulneración de sus derechos tanto en su relación 
Estado-migrantes como en el cara a cara cotidiano con la ciu-
dadanía (Bourdieu, 2007).

1. El 20 de abril de este año, 2012, el Gobierno decretó la prohibición de atención 
sanitaria universal a los inmigrantes en situación irregular, pese a que este era uno 
de los pocos derechos básicos que poseían los extranjeros indocumentados (el 
decreto sostiene que únicamente se atenderán casos de urgencia y se garantizará la 
atención a mujeres embarazadas). Este hecho ha provocado la reacción de diversos 
grupos de médicos y personal sanitario que han manifestado públicamente su 
negativa a adoptar esta medida.

Los gobiernos, a través del discurso  
antimigración, de los mecanismos de 
control y del fortalecimiento de la Ley 
de Extranjería, han naturalizado la  
exclusión de la población migrante
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“Los ilegales” o “los sin papeles” son los términos con los 
que habitualmente se hace alusión a la población inmigrada 
en situación irregular. Esta denominación, que etimológica-
mente aparecería como descriptiva de una condición, sim-
bólicamente no lo es, pues tiene un impacto en la concepción 
que se tiene comúnmente de las personas en situación irregu-
lar, y un impacto aún mayor en la percepción que el migrante 
tiene de sí mismo como detentor de la condición de “ilegal”, 
en la medida que apela al “ser” y no al “estar” o al estatus 
legal por el que atraviesa la persona migrante. 

En su estudio sobre la construcción histórica de la persona res-
pecto a las sociedades occidentales, Marcel Mauss (1979: 323) 
sostiene que “la persona es algo más que el resultado de una 
organización, es algo más que el nombre o el derecho de un 
personaje o de una máscara ritual, es fundamentalmente un 
hecho de derecho”. En esta medida, la persona no es únicamente 
en su humanidad –dotada de atributos culturales y sociales–, 
sino que es el resultado del compendio de normas jurídicas que 
le atribuyen unos derechos y unos deberes (Kelsen, 1975), es-
tableciéndose así una aproximación del concepto de persona 
al de ciudadano. Siguiendo esta dualidad persona-ciudadano 
podríamos decir que bajo el estigma de la “ilegalidad” se anula 
la dimensión como personas de los inmigrantes en situación irre-
gular por el solo hecho de encontrarse al margen de la ley. La 
obtención del permiso de resi-
dencia aparece entonces como 
una suerte de ritual de paso 
para ser reconocidos en tanto 
personas (ciudadanos). Dal 
Lago (2000: 129), quien ha 
desarrollado ampliamente el 
concepto de no persona en el 
ámbito migratorio, manifiesta: 

“Mi tesis es que los extranjeros jurídica y socialmente ilegítimos 
(emigrantes regulares, irregulares, clandestinos, nómadas, pró-
fugos) son las categorías más susceptibles de ser tratadas como 
no personas, esto es, son aquellos seres humanos que intuitiva-
mente son personas como nosotros (seres humanos vivos do-
tados de una persona social y cultural), pero a los que les son 
revocadas –de hecho o de derecho, implícita o explícitamente, 
en las transacciones ordinarias o en el lenguaje público– la cali-
ficación de personas y sus atribuciones relativas”.

La construcción de la persona-ciudadano, que por exclusión 
engendra la categoría no persona-no ciudadano en la que se 
inscriben los inmigrantes en situación irregular, pone una vez 
más de relieve las distinciones de jerarquía que los estados 
europeos, y en concreto España, imponen entre la población 
comunitaria y no comunitaria. Como afirma Ferrajoli (2000: 
246), “la ciudadanía de nuestros ricos países constituye el úl-
timo privilegio de estatus, el último factor de exclusión y dis-
criminación, el último residuo premoderno de la desigualdad 
personal en contraposición a la proclamada universalidad e 
igualdad de los derechos fundamentales”. La dicotomía co-
munitario / no comunitario es el resultado histórico de la 
imposición de una determinada forma de visión y división 
que promueve un tipo de políticas, que mientras restringen y 
problematizan ciertos movimientos de población, facilitan y 
normalizan otros (Gil Araujo, 2010). De hecho, el término in-
migración engendra en sí mismo una clasificación que alude 

específicamente a la población extranjera con derechos res-
tringidos, mientras que los extranjeros procedentes de países 
“desarrollados” o en condiciones económicas privilegiadas 
son denominados por la opinión pública como extranjeros, 
sin más, estableciéndose un evidente tratamiento diferencial, 
“la noción de inmigrante se revela entonces como útil para 
operar una discriminación semántica” (Delgado, 2002: 18; 
véase también Sayad, 1992). 

Con el objetivo de frenar la entrada de inmigrantes y como 
país miembro de la Unión Europea (UE), España ha acogido la 
legislación migratoria establecida por el Parlamento Europeo 
que en 2008, en lo concerniente a la migración irregular, aprobó 
la Directiva Europea sobre las normas y procedimientos en los 
Estados Miembros para el retorno de los nacionales de terceros 
países en situación irregular. Esta normativa, conocida común-
mente como la Directiva del Retorno, ha sido concebida por la 
UE –desde una perspectiva de “securitización”– como el ins-
trumento para viabilizar la lucha contra la “inmigración ilegal”. 
Se ha establecido una normativa europea común para la restric-
ción de la circulación de inmigrantes en situación irregular y la 
aplicación de medidas para su retorno forzoso (expulsiones).  

Para la implementación y funcionamiento de la Directiva del 
Retorno se ha puesto en marcha una plataforma de control 

de fronteras en la que partici-
pan de manera coordinada el 
Sistema de Información Schen-
gen, la Agencia Europea para 
la Gestión de la Cooperación 
Operativa en las Fronteras Ex-
teriores (FRONTEX)2, la EURO-
POL –que tiene como objetivo 
la lucha contra formas graves 
de delincuencia y terrorismo 

internacional– y la Escuela Europea de Policía para la Coope-
ración Transfronteriza (CEPOL). Se ha incrementado además 
el presupuesto para la implementación de otras instituciones 
de control de frontera como SIVE, Plan África, Proyecto ERA 
y se ha multiplicado la creación de Centros de Internamiento 
de Extranjeros (CIE). 

Las ONG y las asociaciones de inmigrantes la han denomina-
do “Directiva de la Vergüenza”, debido a que bajo el amparo 
de esta, y mediante las leyes de extranjería de cada país, se 
instrumentalizan las normativas de control y exclusión de 
la población migrada. Para España, la incorporación de esta 
Directiva en la Reforma de la Ley de Extranjería en 2009 su-
puso, además del refuerzo de las medidas de control de fron-
tera, el incremento del tiempo de internamiento de migrantes 
en los CIE de 40 a 60 días, reformas restrictivas respecto a la 
reagrupación familiar y el endurecimiento de las sanciones 
a quienes acojan en sus hogares o empleen a migrantes en 
situación irregular, con multas que oscilan entre los 500 y los 
10.000 euros.

2. Creada en 2004, esta entidad promueve y coordina acciones conjuntas entre 
los Estados Miembros para: 1) la creación de patrullas de guardias de frontera, 
encargadas de interceptar las pateras en alta mar, por ejemplo, 2) la formación 
de personal especializado en control de fronteras externas, 3) la organización de 
operaciones conjuntas de retorno, y 4) la investigación y el seguimiento sobre la 
eficiencia del control de fronteras. http://www.frontex.europa.eu.

Bajo el estigma de la “ilegalidad” se 
anula la dimensión como personas de 
los inmigrantes en situación irregular 
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En este sentido, las directivas europeas y las leyes de ex-
tranjería ponen de manifiesto lo que Michel Foucault de-
nominó la inscripción jurídica, que consiste en la utilización 
del derecho (y el discurso jurídico) como instrumento del 
poder que “transmite y hace funcionar relaciones que no 
son de soberanía sino de dominación” (1996: 30). Como ya 
señaló Bourdieu (2007: 97), el aparato legislativo concentra 
y objetiva “el capital simbólico” de los estados en el que 
está inscrito el sistema de categorización y jerarquización 
social (incluidos-excluidos) que es instituido y aplicado a 
través de la acción de las administraciones públicas y los 
sistemas de control social. 

Las instituciones encargadas de gestionar los procedimientos 
referentes a la circulación y regularización de la población 
migrada en España son el Gobierno Civil, por medio de sus 
subdelegaciones, y las comisarías de policía. Los funciona-
rios de estas instituciones administrativas y de control social 
son quienes, sobre la base de la interpretación de la Ley de 
Extranjería, deciden respecto a los migrantes que son suscep-
tibles de obtener el permiso de residencia o que deben ser 
expulsados del territorio nacional. En este sentido, las expulsio-
nes no son hechos aislados sino que constituyen una parte es-
tructural, permanente y cotidiana de los mecanismos de control 
de la migración. 

Los retornos forzosos o expulsiones siguen un procedimiento 
fragmentado en el que actúan diversas instituciones judiciales, 
policiales y administrativas, hecho que posibilita las irregulari-
dades, la arbitrariedad y los vacíos en la aplicación de la norma-
tiva y, por otra parte, exime de responsabilidad a las institucio-
nes que participan de este complejo entramado. Las piezas del 
rompecabezas que suponen los procesos de expulsión única-
mente se articulan en la persona migrante que es la receptora de 
cada una de las decisiones tomadas en cada instancia del proce-
dimiento y que condicionan y determinan sus circunstancias de 
vida inmediatas y futuras (véase la figura 1). 

En lo referente a los procedimientos de expulsión en España, 
se inician con las redadas migratorias realizadas por la policía 
que consisten en retener a migrantes en espacios públicos para 
solicitarles la documentación que pruebe su situación legal ad-
ministrativa. Las redadas migratorias suelen llevarse a cabo en 
lugares con mayor concentración de población migrante y en 
espacios de rutina: a la entrada del metro, en plazas y parques, 
en locutorios; y en cualquier momento: al salir a trabajar, al re-
tornar a casa, a la salida de una cafetería, etc. De esta manera, los 
espacios cotidianos de los migrantes se convierten en los esce-
narios en los que operan los dispositivos policiales adquiriendo 
una nueva representación: pasan de ser lugares de encuentro y 
circulación a enclaves de control.

Comisaría de policía.
Instructor de policía: 
emite informe de la situación
de irregularidad de la persona 
(48 horas)

Cuerpos de seguridad.
Redadas migratorias: metros, 
locutorios, parques, plazas

Subdelegación de gobierno: 
emite orden de expulsión

Consulados: 
reconocimiento de 
connacionales

Juez de lo conten-
cioso administrativo: 
gestiona recursos

Abogado de oficio: 
interpone recursos 
para evitar interna-
miento y expulsión

Centros de  
Internamiento para 
Extranjeros, CIE:  
Reglamento Interno.  
(máx. 60 días)

Juez de instrucción de lo penal: 
emite orden de internamiento 
(24 horas)

1

2

3

4

5

6

7

8EXPULSIÓN LIMBO JURÍDICO

INMIGRANTE EN
SITUACIÓN IRREGULAR

Figura 1. Esquema del procedimiento de expulsión de inmigrantes en situación irregular

Fuente: elaboración propia.
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Las redadas policiales son un mecanismo de control social que 
tanto para los migrantes como para otros colectivos se basan en 
estereotipos, en este caso étnicos. Este modo de funcionamiento, 
denominado por Brandariz (2011: 110) profiling étnico, legitima 
la actuación de la policía bajo el “método de sospecha”; es decir, 
cualquier persona indistintamente de su nacionalidad o condi-
ción legal es posible sujeto de intervención policial únicamente 
por poseer determinados rasgos físicos. El sistema de profiling 
étnico aplicado sobre la población migrante supone además 
que la policía ha de demostrar con datos cuantificables que está 
llevando a cabo eficientemente su función de control de la in-
migración irregular, es decir, que en los plazos especificados ha 
detenido a un número de “ilegales” con la finalidad de cumplir 
con los objetivos trazados por el Estado (Brandariz, 2011; véase 
también Stolcke, 1994). En un artículo publicado por el diario 
El País (Berdié, 2009) se ejemplifica claramente esta fórmula de 
funcionamiento:

“El secretario de Estado de Seguridad, Antonio Camacho, ha 
admitido esta mañana en la Comisión de Interior del Congreso 
de los Diputados que hubo cupos para detener a un número de-
terminado de inmigrantes en situación irregular. (…) Una ins-
trucción interna de la Jefatura Superior de Policía de Madrid el 
pasado 15 de febrero ordenaba el establecimiento de cupos en la 
comisaría de vía de Vallecas, pero también indicaba que los po-
licías deberían dar prioridad 
a marroquíes para solicitar su 
ingreso en el CIE ya que estos 
nacionales son más fáciles de 
repatriar al hacerse por carre-
tera. Objetivo: 35 extranjeros, 
si no los hay se va a buscarlos 
fuera del distrito, señalaba la 
circular.” 

Las “redadas masivas” de sin papeles han sido una práctica 
policial muy criticada3, basadas en “controles de identificación 
rutinarios” a su vez, dan lugar a una consecuencia abiertamente 
ilegal, la utilización de la “detención preventiva” en el caso de 
inmigrantes sin papeles o irregulares (dos supuestos diferen-
tes), lo que se relaciona directamente con el uso que se ha dado 
a los CIE que, como veremos, difícilmente podrían encontrar 
cobertura legal.

Las redadas migratorias apoyadas en la Circular 1/2010 de 25 de 
enero de ese año, emanada de la Comisaría General de Extran-
jería y Fronteras4, fueron objeto de denuncia no solo por parte 

3. De hecho, en 2009, el Comité de Derechos Humanos de la ONU condenó a España 
por discriminación racial de Rosalind Williams, una mujer afroamericana a la que 
la policía exigió su documentación en Valladolid, ya que ella era la única con 
apariencia de extranjera en la estación ferroviaria.

4. Concretamente, la circular disponía: “Se recuerda que el artículo 11 de la Ley Orgánica 
1/1992 sobre protección de la seguridad ciudadana impone a los extranjeros que se 
hallen en España dos obligaciones: una, la de acreditar su identidad; otra, la de acreditar 
que se hallen legalmente. En este supuesto, esa misma norma posibilita, al objeto 
de sancionar una infracción, el traslado a la dependencia policial para practicar las 
diligencias de identificación por el tiempo imprescindible. El traslado a la dependencia 
policial puede efectuarse conduciendo al individuo, bien en calidad de detenido, bien 
a efectos de identificación. Si se traslada en calidad de detenido, esta es la detención 
preventiva, que, posteriormente, cuando el funcionario inicia el expediente de 
expulsión dispondrá que esa detención preventiva se convierta en cautelar de ese 
procedimiento de expulsión ya en curso (así lo posibilita el artículo 61.1.d de la Ley 
de Extranjería)”. El Defensor del Pueblo denunció de inmediato que esas “confusas”, 
“ambiguas” y “desordenadas” instrucciones para la captura de extranjeros “podrían 

de ONG, sino por el Consejo de Europa, el Parlamento Europeo 
y otras instituciones de la UE5 y, en España, por el Defensor del 
Pueblo6. Es la Defensora del Pueblo quien ha argumentado con 
mayor claridad la falta de fundamento jurídico de esas prácticas 
relacionadas con los inmigrantes sin papeles cuando, precisa-
mente en el apartado de su Informe 2011 relativo a las condicio-
nes de los CIE, escribe: 

“En efecto, el artículo 11 de la Ley Orgánica 1/1992 obliga al ex-
tranjero a disponer de los documentos que acrediten su identi-
dad y su situación legal, y el artículo 20 de la misma ley permite 
el traslado a comisaría para proceder a la identificación en aque-
llos casos en los que no resulta posible hacerlo de otro modo. 
Por tanto, el traslado a comisaría solo puede producirse en caso 
de que el individuo carezca de documentación que acredite su 
identidad y no cuando le falten los papeles que demuestran la 
legalidad de su estancia en España. En este punto, la redacción 
del documento podría provocar una interpretación errónea de 
la que se desprenda que cabe la conducción a comisaría de un 
ciudadano extranjero aun cuando este estuviese identificado, lo 
cual no es conforme al Derecho. El término empleado, detención 
preventiva, solo cabe ante supuestos de comisión de ilícitos pe-
nales (…) lo que no incluye la eventual estancia irregular en Es-
paña, que está tipificada como un ilícito administrativo. En este 
caso, ni siquiera podría realizarse una detención cautelar admi-

nistrativa [artículo 61.1.d de la 
Ley de Extranjería], puesto que 
estas se practican en el marco de 
un procedimiento de expulsión 
ya en curso y, por tanto, no pue-
den llevarse a cabo antes de que 
se inicie dicho proceso.” 

Conviene recordar que el artícu-
lo 20 de la misma ley permite el 

traslado de extranjeros a comisaría, pero solo para proceder a la 
identificación en aquellos casos en los que no resulta posible ha-
cerlo de otro modo. Dicho de otra manera, ese traslado a comi-
saría solo se justifica cuando se carece de documentación acre-
ditativa de la identidad, no cuando falta la documentación (los 
papeles) que demuestra la legalidad de su estancia en España. 

El propio Sindicato de Policía, SUP7, mayoritario en ese 
cuerpo de seguridad, había denunciado este mismo año 
de 2012 cómo, solo en Madrid, entre el 9 y el 13 del mes de  

interpretarse como una puerta abierta para practicar detenciones ‘preventivas sin 
fundamento’ de inmigrantes”, algo distinto como veremos de las detenciones cautelares 
administrativas previstas en la LO 4/2000.

5. Cfr., por ejemplo, el apartado VII del Cuarto Informe sobre España, de la Comisión 
Europea contra el racismo y la intolerancia (ECRI), en el que se exige a España que 
garantice “una prohibición efectiva de todas las prácticas en materia de perfiles 
étnicos por parte de las fuerzas policiales en todo el país” (p. 45).

6. En numerosas recomendaciones, como por ejemplo la dirigida a la Comisaría 
General de Extranjería, de 9 de abril de 2010, la Defensora del Pueblo ha incluido 
las quejas por identificaciones callejeras basadas en criterios raciales en el informe 
enviado al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones 
Unidas, una información que complementará la remitida por el Gobierno y por una 
veintena de ONG, y que servirá a este organismo para examinar el cumplimiento en 
España del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

7. En el número de abril de 2011 de su revista mensual Carnet por puntos ya se había 
denunciado que las redadas excedían la interpretación del artículo 11 de la Ley Orgánica 
1/1992 (conocida como “ley Corcuera”) sobre la obligación de los extranjeros residentes 
en España de identificarse y acreditar su residencia legal. Conforme a la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo, solo procede identificar cuando se tengan fundadas sospechas 
de que a quien se identifica ha cometido un delito o puede cometerlo.

Las redadas masivas de sin papeles dan 
lugar a una consecuencia abiertamen-
te ilegal: la utilización de la “detención  
preventiva”
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febrero, se había procedido a detener –de forma “totalmente 
aleatoria” y sin relación alguna con la comisión de delitos 
o problemas de orden público– a más de 370 inmigrantes 
indocumentados, una cifra que suponía el 47% del total de 
las detenciones en esos días. Ante esa denuncia, la delegada 
del Gobierno de Madrid expresó su rechazo a los criterios 
étnicos como motor de las redadas y, posteriormente, el 21 
de mayo de 2012, el director general de la Policía dictó una 
nueva circular (1/2012) por la que las fuerzas del orden 
solo podrán llevar a la comisaría a efectos de identificación 
a aquellas personas que no han acreditado su identidad y 
de las que “razonable y fundadamente” pueda presumirse 
que están “en disposición actual de cometer un ilícito pe-
nal”. De este modo, subraya la improcedencia de trasladar 
a ilegales, “siempre que se haya comprobado su identidad 
y justifique un domicilio”.

Los inmigrantes detenidos son trasladados a la Comisaría Ge-
neral de Policía, en la que el instructor de policía, según la infor-
mación y documentos aportados por el migrante en un plazo 
de 24 horas, emite un informe al juez de instrucción (figura del 
sistema penal) sobre la situación de irregularidad de la perso-
na. De acuerdo a este informe es el juez de instrucción quien, 
aplicando el criterio de proporcionalidad, determina la perti-
nencia del internamiento del migrante en un CIE. En una de las 
entrevistas realizadas a una jurista especializada en extranjería, 
manifestó respecto al internamiento:

“Su señoría aplica su criterio, 
hay jueces que no internan a na-
die y hay jueces que ingresan en 
el CIE a todo el mundo. Luego 
están los de término medio, si 
hay delito, si hace falta pruebas 
de arraigo aprueban el interna-
miento. El juez puede conside-
rar que no hay suficiente causa 
para aplicar una medida tan grave como el internamiento, que 
en derecho es la última medida que se ha de aplicar. Se pueden 
aplicar otras medidas para asegurar esa expulsión: retirar el pa-
saporte, presentación en su juzgado, prestar fianza. El juez de lo 
penal no decide nada más que el internamiento8.”

A cada migrante se le asigna un abogado de oficio para, 
si es el caso, presentar las pruebas que demuestran que 
cuenta con los requisitos necesarios para gestionar su re-
gularización y de esta manera evitar el internamiento y 
archivar la orden de expulsión. En estos casos el abogado 
debe interponer un recurso ante el juez de lo contencioso 
administrativo (figura del sistema civil). 

8. En una de las entrevistas realizadas a funcionarias de un juzgado de instrucción en 
Cataluña, respecto a las resoluciones de internamiento de inmigrantes irregulares, 
estas manifestaron: “A nosotros nos llega la petición desde la delegación de policía, 
únicamente lo que hacemos es gestionar el internamiento, porque se supone que 
la delegación ya ha visto que este es necesario. Luego el juez firma la resolución y 
ya es asunto de la policía devolverlo a su país. Nosotros solo somos “esto” [se señala 
la punta del dedo meñique] dentro de todo el proceso de expulsión. Es más, es algo 
que incluso no sabemos por qué tiene que pasar por una resolución judicial cuando 
es un tema administrativo que a nosotros no nos compete”. Afirmaron además 
que solo en este juzgado se emiten diariamente un promedio de tres órdenes de 
internamiento de inmigrantes en CIE (más de mil al año).

Se deduce de lo expuesto, y ante la diversidad de institucio-
nes que intervienen en la gestión y la cantidad de trámites que 
presupone la resolución de cada caso, que resulta difícil que 
los migrantes cuenten con las garantías necesarias de que los 
procedimientos legales seguirán una continuidad que resultará 
favorable para impedir su expulsión. Con relación a la parti-
cipación de las instancias judiciales en la gestión de los proce-
dimientos de expulsión, en la Memoria del fiscal general del 
Estado (Conde-Pumpido, 2010: 878) se expone que: 

“A las carencias de los registros informáticos hay que añadir 
que en su formulación no participan solo los FDE –fiscales de 
extranjería− sino los fiscales adscritos a los diferentes juzgados 
de instrucción que se encuentran dispersos en distintas sedes y 
que no siempre comunican el contenido de sus dictámenes al 
fiscal especialista. (…) Muchas disfunciones en el seguimiento 
de los internamientos acordados son debidas a la falta de comu-
nicación fluida entre juzgado y autoridad administrativa.” 

En los CIE, los migrantes están detenidos porque han cometido 
una falta administrativa (encontrarse en situación irregular) y 
no un delito. En este sentido, el Observatorio de Derechos Hu-
manos de la Universidad de Barcelona ha calificado esta medi-
da como inconstitucional porque “se detienen personas por lo 
que son y no por lo que han hecho” (2008). Durante el tiempo 
que transcurren en los CIE mientras se tramita su expulsión, 
los migrantes están sujetos a las irregularidades en la aplicación 

del Reglamento interno de es-
tos centros, a las inadecuadas 
condiciones de las dependen-
cias, a la exigua existencia de 
servicios sociales y asistencia-
les, hechos todos ellos que in-
fluyen en la estabilidad psico-
social de los internos y sus fa-
milias (volveremos sobre esto 
en el siguiente apartado).

Previa la ejecución de la expulsión es consultado el consulado 
del país al que pertenece el migrante para su efectivo reconoci-
miento como connacional, este procedimiento se puede llevar a 
cabo con los países que han firmado con el Gobierno español el 
Acuerdo de Readmisión establecido por la Unión Europea que 
manifiesta que: “Cada país signatario debe readmitir en su terri-
torio, sin ninguna formalidad previa, a toda persona que posea 
su nacionalidad y se encuentre en situación ilegal en otro país o 
haya cruzado sus fronteras ilegalmente” (C274UE, 1996). 

En los casos que se ha concluido efectivamente la gestión de 
expulsión, y se ha establecido el medio y fecha de devolución 
del migrante, la Policía de Migración es la encargada de tras-
ladar a la persona al aeropuerto, puerto o estación terrestre 
y embarcarla en el medio de transporte correspondiente con 
destino hacia la ciudad a la que será deportada. Cabe seña-
lar que los migrantes no son informados con antelación de 
la fecha y el lugar exacto previsto para su devolución; por 
lo tanto, en el momento en que llegan al país de origen, no 
cuentan con familiares o amigos que los acojan. A esta situa-
ción se suma el hecho de que suelen ser enviados a ciudades 
o destinos que no corresponden con sus lugares de residencia 
de modo que han de buscar medios propios para la moviliza-
ción dentro de sus países.  

Durante el tiempo que transcurren en 
los CIE, los migrantes están sujetos a 
irregularidades en la aplicación del  
Reglamento interno y a las inadecuadas  
condiciones de las dependencias
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En lo que concierne al coste que suponen al Estado español las 
expulsiones, el Informe emitido por la Cámara de Diputados 
(Alba Navarro, 2012) señala que: “la valoración aproximada del 
coste de la expulsión de un inmigrante asciende a la cantidad de 
mil ochocientos siete euros con cuarenta céntimos (1.807,40€)”. 
A este gasto debe añadirse el generado durante el tiempo de 
detención en el CIE que de acuerdo al mismo informe asciende 
a diecisiete euros (17€) diarios por cada interno, sin tener en 
cuenta los gastos de personal que demanda la seguridad, con-
trol y mantenimiento de los CIE (Alba Navarro, 2012: 3).

Los migrantes que han sido retenidos en los CIE pero que no 
han podido ser expulsados del país son puestos en libertad, 
y permanecen en territorio español en un “limbo jurídico”: ni 
expulsables ni regularizables. El “limbo jurídico” es debido a 
una paradoja de la Ley de Extranjería como consecuencia de la 
articulación de los artículos 62.3 y 58. 

El artículo 62.3 señala que: “las personas que no han podido ser 
expulsadas por motivos jurídicos o por otras consideraciones 
deberán ser puestas en libertad” –sin especificar el estatus legal 
de la persona una vez liberada–. Por otra parte, el artículo 58 de 
la misma ley sostiene que: “La expulsión conllevará, en todo 
caso, la extinción de cualquier autorización para permanecer 
legalmente en España, así como el archivo de cualquier proce-
dimiento que tuviera por objeto la autorización para residir o 
trabajar en España del extranjero expulsado”9. 

Los migrantes en “limbo jurí-
dico” permanecerán bajo esta 
condición de alegalidad hasta 
que prescriba la orden de ex-
pulsión que pesa en su contra 
que, según el artículo 121 del 
Reglamento de la Ley de Ex-
tranjería, es proporcional al 
tiempo de prohibición de en-
trada al país que, por lo general, fluctúa entre tres a cinco años, 
y diez años para casos excepcionales. En la práctica legal, a este 
tiempo deberá añadirse dos años, correspondientes a la pres-
cripción de la infracción grave que, según el artículo 53 de la 
ley, supone “encontrarse irregularmente en territorio español”. 
En definitiva, la persona ha de esperar un plazo de cinco a siete 
años para iniciar un trámite de regularización, tiempo en el que 
correrá el riesgo permanente de ser detenida nuevamente.

En los casos de “limbo jurídico” la paradoja de la ley determina 
que la irregularidad se constituya en un hecho estructural, per-
manente y crónico, sentenciándoles a vivir en un permanente 
estado de excepción. Agamben (2000: 87) sostiene que “lo que 
caracteriza a la excepción es que el objeto de exclusión no está 
simplemente desligado de la ley; al contrario, la ley se mantiene 
en relación con él bajo la forma de la suspensión”. Este estado 
de excepción se hace extensivo a sus espacios privados, que se 

9. En España, el principal motivo para que una persona sea puesta en libertad del 
CIE es el vencimiento del plazo de internamiento sin que se haya gestionado su 
expulsión debido a que: a) la embajada o consulado del país consultado no le 
ha reconocido como connacional, b) no se ha podido tramitar los documentos 
necesarios para la extradición, pasaporte o salvoconducto, c) el Gobierno español 
no tiene convenio bilateral de readmisión de personas en situación irregular con el 
país de origen del extranjero.

ven condicionados por la incertidumbre que marca el ritmo de 
su tiempo, atraviesa sus expectativas de futuro y determina su 
condición: ni dentro ni fuera, sino en el límite. La permanencia 
en territorio español sin el permiso de residencia implica la res-
tricción de su condición en tanto persona-ciudadano; por otra 
parte, la latente expulsión significaría una muerte simbólica en 
el país de destino y la frustración de su proyecto migratorio.

Los migrantes en el “limbo jurídico” debido a su condición de 
irregularizables perpetúan su situación de alegalidad y pasan a 
formar parte de una bolsa de trabajo ilegal que se retroalimenta 
continuamente a la sombra del propio Estado. En esta medida, 
el “limbo jurídico” cristaliza el papel del Estado como produc-
tor de “ilegalidad” a través de la ambigüedad en la elaboración 
y aplicación de la ley y de los procedimientos administrativos 
de control de la migración. 

Dentro de los CIE

Origen, funcionamiento y tipologías de internos

Los Centros de Internamiento de Extranjeros en España se 
crean oficialmente el 1 de julio de 1985 por una orden mi-
nisterial para ejecutar la normativa expuesta en la primera 
Ley Orgánica de Extranjería, que en el artículo 26.2 señala: 
“Acordar judicialmente, con carácter preventivo o cautelar, 

el ingreso en centros que no 
tengan carácter penitenciario 
de extranjeros incursos en de-
terminadas causas de expul-
sión mientras se sustancia el 
expediente”. En el artículo 60 
de la misma ley se insiste en 
que los CIE “no tendrán ca-
rácter penitenciario y estarán 
dotados de servicios sociales, 

jurídicos, culturales y sanitarios”. 

Sin embargo, tanto por la infraestructura de sus dependencias 
como por su funcionamiento, en la práctica los CIE operan 
como cárceles, o aun en peores condiciones, debido a la escueta 
normativa para su regulación interna (Pueblos Unidos, 2011; De 
la Serna y Villán, 2011; Ferrocarril Clandestino, 2009). El fiscal 
general del Estado, Cándido Conde-Pumpido, en la memoria 
anual del año 2005 ya señaló respecto a los CIE que “cada vez 
se parece más a un centro penitenciario pero sin contar con las 
infraestructuras y personal cualificado de los mismos” (Conde-
Pumpido, 2005: 127). 

En España existen nueve CIE con una capacidad total para in-
ternar a 4.116 personas, se encuentran ubicados en las siguientes 
ciudades: Madrid, Barcelona, Valencia, Málaga, Fuerteventura, 
Gran Canaria, Murcia, Algeciras y Tenerife. El Ministerio de In-
terior es la entidad gubernamental española encargada de re-
gularlos y gestionarlos. De acuerdo al informe presentado ante 
la Cámara de Diputados en enero de 2012, el coste de los CIE 
(alimentación, limpieza, mantenimiento, servicios y asistencia 
sanitaria) en 2010 alcanzó los 6.736.090,60 euros y en 2011 la ci-
fra ascendió a 8.338.265,5 euros. Es importante señalar que en 
estas cantidades no están contemplados los gastos de salarios 
de los funcionarios que trabajan para estos centros ni los costes 

Los migrantes que han sido retenidos 
pero que no han podido ser expulsados 
son puestos en libertad y permanecen 
en un “limbo jurídico”: ni expulsables ni  
regularizables
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de traslado de los migrantes que son efectivamente expulsados 
(Alba Navarro, 2012: 2-3).

Los migrantes retenidos en los CIE comparten como denomi-
nador común no contar con la documentación necesaria para 
residir legalmente en España, sin embargo, existen diferencias 
significativas respecto a sus condiciones personales, laborales, 
políticas, sociales y culturales que hay que tener en cuenta para 
aproximarse a la diversidad de realidades que conviven en es-
tos centros. De acuerdo a la condición migratoria se pueden 
identificar cuatro grupos principales:

1) Migrantes interceptados en la travesía. A este grupo perte-
necen principalmente los migrantes procedentes de África 
subsahariana que viajan en embarcaciones hasta las costas 
españolas y son interceptados antes o al llegar a territorio 
español. Las personas pertenecientes a este grupo suelen to-
mar como estrategia viajar sin ningún documento indicativo 
de su nacionalidad para impedir la gestión de su deporta-
ción. Por grupos son repartidos en los distintos CIE durante 
el tiempo reglamentario, de 40 a 60 días; en caso de que no 
haya sido posible su expulsión, son liberados y dejados en 
las calles. 

Para este grupo los CIE son la puerta de entrada a Europa; 
usualmente, antes de iniciar la 
travesía son informados de que 
en el caso de ser abordados por 
patrullas en las costas españolas 
serán detenidos durante algunas 
semanas. En este sentido, si bien 
están expuestos a la vulneración 
de sus derechos dentro de los 
CIE la idea de ser detenidos a su 
llegada forma parte de su ruta 
migratoria. La ruptura se produce una vez que han salido de 
los CIE y tienen que enfrentarse a una realidad llena de dificul-
tades para encontrar trabajo, vivienda, desconocimiento del 
funcionamiento del medio y, ante todo, xenofobia (Jammeh, 
2009)10.

2 Migrantes que han cumplido pena de cárcel. La Ley de 
Extranjería sostiene que cuando los extranjeros, residen-
tes o no, hayan sido condenados por conductas tipifica-
das en el Código Penal en los artículos 312, 318 (referentes 
al tráfico de mano de obra ilegal), 515, 516, 517, 518 (refe-
rentes a pertenencia a organizaciones terroristas o grupos 
xenófobos), la expulsión se efectuará una vez finalizada 
la pena privativa de libertad en España. Por este motivo, 
los reclusos son enviados directamente del centro peni-
tenciario a los CIE y transcurren allí el tiempo que tarda 
la tramitación de su expulsión. 

Por otra parte, la ley establece que los migrantes que se encuen-
tren procesados o imputados por un delito o falta menor para 
los que la ley estipula una pena inferior a seis años, se puede 

10. El documental El camino sin fin de Samuel Sebastián (2007-2009) recoge los 
testimonios y situaciones a los que se enfrentan un grupo de 25 personas llegadas 
en cayucos después de ser liberadas en los CIE. Sus impresiones y dificultades para 
ubicarse en el medio, los temores y el desconcierto.

aplicar en lugar de la privación de libertad la expulsión del país. 
Sin embargo, durante la investigación se ha constatado que 
existen migrantes que pese a haber cumplido la pena de cár-
cel son llevados del centro penitenciario directamente a los CIE 
para ser expulsados, es decir, se les aplica una doble sanción. 

En la comparecencia ante el Congreso el 31 de enero de 2012, 
el ministro de Interior, Jorge Fernández Díaz, señaló que se ha-
bía incrementado de un 57% en 2009 a un 80% en 2011 las ex-
pulsiones cualificadas, es decir, de migrantes que han cometido 
delitos. El ministro manifestó además que este hecho ”confiere 
unos rasgos de especial complejidad a la gestión de los CIE” 
(Fernández Díaz, 2012: 25). Sin embargo, no especificó si las ex-
pulsiones se realizan como sustitutivas de la pena de cárcel o si 
se aplica la doble sanción. Los datos presentados por el ministro 
de Interior no han podido ser corroborados debido a la irregu-
laridad en los registros de entrada y salida de los migrantes de 
los CIE (De la Serna y Villán, 2011: 5).

Por otra parte, las organizaciones que brindan asistencia a los 
migrantes han presentado como una de sus principales deman-
das para la mejora de la gestión de los CIE la distribución en 
pabellones diferenciados de los migrantes que han cometido 
delitos y de los que no han cometido ninguno, debido a que la 
combinación de ambos colectivos provoca conflictos y el incre-

mento de la tensión en la con-
vivencia de los centros. 

3) Migrantes con irregulari-
dad sobrevenida. Son migran-
tes que, habiéndose encontra-
do en situación regular, al no 
contar con un contrato laboral 
en el momento de la renova-
ción de sus permisos de resi-

dencia han perdido los derechos y la condición de legalidad 
en el país convirtiéndose en irregulares expulsables. Esta 
situación es cada vez más frecuente ya que los migrantes 
han sido uno de los colectivos más afectados por la crisis 
desencadenada en 2008, constituyen el 34,82 % de la tasa 
total de la población en paro, según los datos publicados 
por el Instituto Nacional de Estadística (INE) en diciembre 
de 2011. 

4) Migrantes en situación irregular establecidos en España. Son 
personas de diversa procedencia geográfica (América La-
tina, África, Asia y Europa del Este), que han ingresado al 
país de forma irregular, clandestina o mediante un visado 
de turismo y que han permanecido en el país residiendo y 
trabajando sin los permisos correspondientes. 

Los datos publicados en el informe de CEAR (Pérez-Sales, 
2009: 80) exponen que el 25% de las personas retenidas en los 
CIE pertenecen a la primera categoría, los interceptados en 
la travesía; el 40,2% ha residido de 4 a 10 años en España; el 
15,9%, de 1 a 3 años; el 9,4%, menos de un año; el 5,6%, de 10 
a 19 años, y el 2,8%, 20 años o más. En este sentido, más del 
60% de las y los inmigrantes detenidos en los CIE pese a su 
condición de irregularidad han establecido redes familiares, 
sociales y laborales que se verán interrumpidas con la expul-
sión o amenazadas en el caso de aquellos que permanecen en 
España en el “limbo jurídico”. 

Los migrantes en el “limbo jurídico” 
perpetúan su situación de alegalidad 
y pasan a formar parte de una bolsa 
de trabajo ilegal que se retroalimenta
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En cuanto a la ratio por sexo de los internos, se trata mayori-
tariamente de hombres. En la Memoria de la Fiscalía General 
del Estado de 2010 (Conde-Pumpido, 2010: 889), se señala 
que el 90,66% de los internos en ese año eran varones. Existen 
centros que cuentan con pabellones especiales para mujeres 
como el de Zapadores en Valencia, el de Aluche en Madrid 
o el de Capuchinos en Málaga; en el caso del CIE de la Zona 
Franca de Barcelona existe un pabellón destinado a mujeres 
pero en la práctica es utilizado para retener a los migrantes 
interceptados en travesía, y las mujeres detenidas son traslada-
das directamente al CIE de Valencia. 

Aunque la mayoría de los internos en los CIE son varones, la 
situación de particular discriminación de las mujeres merece 
atención: el pasado 29 de mayo, la directora ejecutiva de la 
ONG Women´s Link Worlwide, Viviana Waisman, acompa-
ñada por la consultora española H. Maleno, entregó a la De-
fensora del Pueblo, Mª Luisa Cava de Llano, el informe Mu-
jeres en los Centros de Internamiento: realidades entre rejas. En el 
informe se señala que el proyecto de Reglamento no contem-
pla ninguna medida especial para las mujeres internadas, ni 
para las embarazadas o las víctimas de trata (que a menudo 
no están identificadas como tales y no reciben ninguna asis-
tencia), y se vulneran de forma sistemática los derechos de 
las mujeres inmigrantes retenidas en los CIE. Así, se pone de 
relieve la falta de información 
de las mujeres internadas en 
los CIE que, con frecuencia, 
no conocen su situación o sus 
derechos, no tienen contacto 
con sus abogados y no son es-
cuchadas cuando denuncian 
ser víctimas de trata con fines 
sexuales. Más concretamen-
te, la ONG enfatiza las viola-
ciones del derecho a la salud y la falta de acceso a servicios 
de salud sexual y reproductiva. La discriminación respecto a 
los varones se advierte en el hecho de que (siempre según el 
mencionado informe) las mujeres suelen tener instalaciones 
más pequeñas y peor equipadas que los hombres, disfrutan 
de menos tiempo en el patio y, en algunos casos, son las res-
ponsables de la limpieza de sus propios módulos. 

Aproximación a las condiciones de vida en los CIE

A continuación (a partir de la investigación etnográfica rea-
lizada en 2010 en el CIE de la Zona Franca de Barcelona y a 
la revisión de informes y documentación), se realiza una des-
cripción de los aspectos más relevantes sobre las condiciones 
de los CIE referentes a tres puntos: a) irregularidades en la 
aplicación del Reglamento, b) condiciones de las dependen-
cias internas y externas, y c) condiciones personales de los 
internos. 

 
Irregularidades en la aplicación del Reglamento 

El 22 de febrero de 1999, catorce años después de la crea-
ción de los CIE, se publicó la primera orden ministerial que 
regulaba su régimen interno; hasta entonces, únicamente 
existían “criterios orientativos” de gestión señalados por 

la Comisaría General de Extranjería (Guerrero, 2007). El 
actual Reglamento de funcionamiento de los CIE regula 
únicamente ciertos derechos y obligaciones de los internos, 
pero presenta vacíos en cuanto a la normativa correspon-
diente a procedimientos y protocolos de comportamiento 
de los funcionarios, hecho que deja un amplio margen de 
discreción en el momento de aplicar sistemas de control y 
seguridad; no existe una reglamentación común sobre los 
servicios sociales y de asistencia sanitaria; no están estable-
cidas las normas de convivencia dentro del CIE en cuanto 
a horarios, utilización de espacios, aplicación de castigos, 
regulación de visitas, etc., normas que son pautadas por 
el director de cada centro (Pueblos Unidos, 2011; Migre-
urop, 2011; Ferrocarril Clandestino, 2009; Pérez-Sales, 2009; 
APDH, 2008). 

Durante el trabajo de campo, a través de la observación di-
recta y de los testimonios de los internos, se constató abuso, 
arbitrariedad y maltrato de los funcionarios hacia los mi-
grantes detenidos expresados a través de la utilización de 
fuerza física, el uso de celdas de aislamiento e incluso de 
fármacos. Por ejemplo, en una visita de seguimiento reali-
zada a un interno una semana después del primer contac-
to se descubrió que este había sido golpeado, tenía graves 
contusiones en la cara y llevaba la mano derecha escayo-

lada, además de encontrarse 
bajo el efecto de fármacos que 
dificultaban la conversación. 
De acuerdo a su testimonio, 
estaba recibiendo medica-
ción debido a fuertes cefaleas; 
afirmó que desde que ingería 
las medicinas sentía mareos, 
sensación de estar “volado” y 
sueño permanente: “Lo único 

que pido es que no me vuelvan a tocar” (CIE Zona Franca 
de Barcelona, 21.05.2010). 

El psiquiatra Joseba Achotegui, en una conferencia dictada 
en la ciudad de Barcelona11, señaló: “La seguridad física es 
la segunda necesidad fisiológica y psicológica básica de la 
persona, no hay seguridad en este sentido para los inmigran-
tes, la policía aprovecha esta situación de indefensión para 
expulsarlos”. 

En los testimonios recogidos en las visitas periódicas al CIE 
todos los internos entrevistados aseguraron haber presen-
ciado más de un incidente de aplicación de violencia física 
durante su estancia en el centro. Los informes sobre los CIE 
realizados por CEAR, SOS Racismo y Ferrocarril Clandesti-
no –entidades que en 2009, por disposición ministerial y ex-
clusivamente para la elaboración de los informes, tuvieron 
acceso a las dependencias internas– corroboraron la exis-
tencia de celdas de aislamiento, recogieron testimonios de 
maltrato físico e incluso tortura (Pérez-Sales, 2009: 134). El 
Reglamento paradójicamente establece que “se velará por el 

11. Conferencia dictada en el marco del encuentro sobre: Centros de Internamiento, 
Externalización de las Fronteras: vulneración de derechos en la UE, organizada por la 
Associació catalana de profesionals de l’estrangeria, ACPE, celebrado en la Casa de 
la Caritat-Pati Manning, Barcelona, 2 de julio de 2010.

Más del 60% de los inmigrantes  
detenidos en los CIE han establecido 
redes familiares, sociales y laborales 
que se verán interrumpidas con la 
expulsión
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respeto a su vida, integridad física y salud, sin que puedan 
en ningún caso ser sometidos a tratos degradantes o a malos 
tratos de palabra o de obra y a que sea preservada su digni-
dad y su intimidad”. 

La Defensora del Pueblo, María Luisa de Cava de Llano, 
después de una visita realizada al CIE de la Zona Franca de 
Barcelona en enero de 2012, en referencia al comportamien-
to de los funcionarios hacia los internos manifestó: “dado 
que los internos están en los CIE por no tener papeles, los 
policías deberían limitarse a la vigilancia externa del cen-
tro mientras que, en el interior, los funcionarios deberían ser 
sobre todo trabajadores sociales”. La Defensora del Pueblo 
insistió además en la falta de cámaras de video vigilancia en 
ciertas zonas del CIE, hecho que imposibilita tener un con-
trol exhaustivo sobre lo que sucede dentro de las dependen-
cias del centro y constatar los casos de abusos denunciados 
por los internos (Cebeiro, 2012). 

Desde la apertura del CIE de Capuchinos en Málaga en 
1990 se ha registrado un sinnúmero de graves irregulari-
dades como incendios (documentados en tres ocasiones) 
o, en 2006, abusos sexuales a internas por parte de cuerpos 
de seguridad que fueron denunciados legalmente y difun-
didos a través de los medios de comunicación (Informe 
Migreurop, 2011: 5). Por estos 
acontecimientos, entre otros, 
así como por la precariedad 
de sus instalaciones el CIE de 
Capuchinos es considerado 
uno de los centros con peo-
res condiciones para los y las 
migrantes. Las constantes de-
nuncias presentadas por ONG 
sobre estos hechos, y ante la 
presión del propio Defensor del Pueblo, han permitido que 
el 11 de junio de este año se decrete el cierre de este CIE, 
sin embargo, aún no se ha definido una fecha concreta para 
su clausura.

Por otra parte, aunque están expresadas en el Reglamento 
interno se incumplen sistemáticamente en todos los CIE 
normas como la existencia de intérpretes y traductores para 
facilitar una comunicación fluida y eficiente entre los inter-
nos y los funcionarios; usualmente son los propios migran-
tes internos los que desempeñan esta función sin que exista 
una regularidad o responsabilidad sobre la misma (Pueblos 
Unidos, 2011: 21).

Para el caso de las personas que son puestas en libertad, en 
“limbo jurídico”, el Reglamento estipula la obligatoriedad de 
entregar al interno un certificado en el que conste el tiempo 
que ha permanecido retenido, que en ningún caso podrá su-
perar los 60 días establecidos en la ley. Sin embargo, existen 
irregularidades en la entrega de este documento de manera 
que la persona liberada queda expuesta a ser nuevamente 
detenida y llevada a un CIE. En uno de los testimonios re-
feridos en el informe de CEAR (Pérez-Sales, 2009: 140), un 
interno manifiesta: “No te dan ninguna documentación, nin-
gún papel que conste que tú estabas dentro del CIE, eso es 
lo peor porque tú sales y en la esquina mismo te agarran y 
te vuelven a meter”. 

Condiciones de las dependencias y funcionamiento del CIE

De acuerdo a la información recabada y corroborada por 
los testimonios de los entrevistados, las dependencias in-
ternas de los CIE corresponden a las de un centro peni-
tenciario. En el informe Voces desde y contra los Centros de 
Internamiento de Extranjeros (2009: 36-37) se expone que seis 
de los nueve CIE existentes en España fueron centros peni-
tenciarios o campamentos militares antes de ser reconver-
tidos en CIE. Es el caso del CIE de Aluche en Madrid, por 
ejemplo, que funciona en las antiguas dependencias de la 
cárcel de Carabanchel. En Barcelona, hasta 2006 el CIE fun-
cionaba en los calabozos de la Comisaría de Policía de La 
Verneda hasta que se construyó el CIE de la Zona Franca. 
Las instalaciones del CIE de Capuchinos en Málaga fun-
cionan en las antiguas dependencias de un cuartel militar. 
Una trabajadora de CEAR, que ingresó en las dependen-
cias internas del CIE de Zapadores en Valencia, describe 
las habitaciones de la siguiente manera:

“Cuando digo celdas hablo de barrotes de hierro, de llaves 
que las cierran y las abren, no existen mecanismos automá-
ticos de apertura. (…) Las camas se organizan en literas, no 
tienen baño, únicamente hay una pila que la tienen que utili-
zar para hacer sus necesidades dado que en la noche no hay 

posibilidad de ir al servicio.” 

En los CIE los espacios de uso 
común son reducidos, existe 
restricción en los horarios de 
acceso; la mayor parte del día 
los internos se la pasan en los 
pasillos y el comedor. El es-
pacio y el tiempo del patio lo 
aprovechan para lavar ropa y 

utilizan las vallas como tendederos, debido a que no existen 
lugares destinados para lavandería.

Las actividades que pueden realizar son escasas, más allá de 
ver la televisión no existen materiales de ocio, como juegos 
de mesa, libros, revistas, etc. Sin embargo, sí está permitida 
en los CIE la celebración del culto religioso, se permite la en-
trada de sacerdotes y pastores para la celebración de la misa 
y el culto cristiano, respectivamente, y se establecen horarios 
diferenciados de comida durante el tiempo de la celebración 
del ramadán para la población musulmana. En la celebración 
de los ritos religiosos se constituye espacios generadores de 
lazos de acompañamiento, solidaridad y reciprocidad entre 
los internos. 

Para la asistencia sanitaria existe un espacio dispuesto como 
enfermería, pero no hay regularidad en la presencia de per-
sonal médico debido a que el servicio lo prestan empresas 
privadas subcontratadas que trabajan en horarios limitados, 
fuera de este tiempo los internos carecen de cobertura médi-
ca. A esto se suman las múltiples denuncias sobre la negativa 
de los funcionarios para que los internos accedan a visitas 
médicas, este ha sido considerado uno de los motivos del fa-
llecimiento de una interna en el CIE de Aluche en Madrid el 
19 de diciembre de 2011 y de un interno en el CIE de la Zona 
Franca de Barcelona el 6 de enero de 2012 (que ya citamos 
al inicio). Respecto a este tema la Defensora del Pueblo,  

No existe una reglamentación común 
sobre los servicios sociales y de asisten-
cia sanitaria; no están establecidas las 
normas de convivencia dentro del CIE…
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Mª Luisa Cava de Llano, manifestó: “Va a ser muy difícil ob-
jetivar si las dos muertes se podían haber evitado, precisa-
mente por la falta de registros detallados en los servicios mé-
dicos, pero hay dudas de que estas personas hayan recibido 
asistencia sanitaria suficiente y adecuada. Y las graves caren-
cias médicas de los Centros de Internamiento de Extranjeros 
impiden que se puedan controlar y evitar situaciones como 
las de los dos fallecidos” (Cebeiro, 2012).

En lo que concierne a las dependencias externas, las salas de 
visita están dividas en cabinas separadas por mamparas de 
vidrio que impiden el contacto físico de los internos con sus 
visitantes, la comunicación se realiza por interfono y por un 
tiempo limitado que oscila entre 10 y 20 minutos. Los visitan-
tes pueden llevar a los internos ropa y artículos de cuidado 
personal que son revisados y registrados por la policía. En 
este sentido, también se ha presenciado arbitrariedad por 
parte de los funcionarios para discriminar los artículos que 
pueden ser entregados; por ejemplo, en una visita al CIE de 
Barcelona se presenció la negativa de entrega una revista Na-
tional Geographic a un interno porque, según el policía de tur-
no: “aquí no se admiten revistas pornográficas”.

 
Condiciones personales de los internos

Los migrantes internos en los 
CIE sufren un deterioro físico 
y psíquico importante al estar 
sometidos a un régimen peni-
tenciario. La ambigüedad de 
estar detenidos sin haber co-
metido un delito provoca un 
cuestionamiento identitario; 
frases como “yo no he cometi-
do un delito”, “yo no soy un criminal”, “yo no le he hecho mal 
a nadie” fueron frecuentes en las conversaciones con los inter-
nos. El apartado psicosocial del informe de CEAR (Pérez-Sales, 
2009: 177) señala que un 33% de los detenidos manifestaron 
que “este encierro les está destruyendo como persona”. Otras 
consecuencias psicológicas recogidas en una encuesta realiza-
da para este informe son el cuestionamiento de la visión del ser 
humano, sentimientos de odio y deseos de venganza debido a 
la afectación del sistema de creencias y sentimientos de rabia 
contra sí mismos o hacia los demás (Pérez-Sales, 2009: 178).

El sistema carcelario en el que se inscriben los CIE imprime 
en la subjetividad de la persona la falta de control sobre la 
propia vida y pone de manifiesto el alcance del poder del Es-
tado sobre el individuo a través de la aplicación de las leyes 
y los mecanismos de control.

“Los diversos rituales de iniciación y de sumisión en la cárcel 
o en otras instituciones totales (como los manicomios) pre-
vén la inserción del detenido o del interno en procedimien-
tos disciplinarios que destruyen el respeto de la persona: 
inspecciones corporales humillantes (a las que se agregan 
las cuestiones culturales). Alteración de los tiempos de vigi-
lia y de sueño, camisa de fuerza, reducción de la distancia 
física entre él y los otros, eliminación de la intimidad, obe-
diencia ciega a reglamentos de sentido oscuro o carentes de 
sentido”(Agamben, 2000: 129).

De acuerdo al Reglamento las revisiones médicas son obliga-
torias tanto en el momento de la entrada como en el de salida 
del CIE. El examen médico se traduce en una inspección ex-
haustiva para confirmar que la persona no porta ningún tipo 
de sustancias ilícitas. Este procedimiento carece de justifica-
ción puesto que los internos están detenidos por encontrarse 
en situación administrativa irregular y no por haber come-
tido algún delito. Uno de los entrevistados en su testimonio 
explica este evento de la siguiente manera: “Me llevaron a la 
parte interior del centro y me hicieron el procedimiento de 
rutina, revisión corporal, desnudo y a profundidad, y cuan-
do digo en profundidad digo en profundidad”.

El deterioro físico y psíquico es más visible en los internos 
que no reciben visitas, ya sea porque el CIE se encuentra en 
una ciudad diferente a la de su residencia, porque no tienen 
una red social o porque sus familiares también se encuentran 
en situación irregular. No cuentan con productos para el aseo 
y cuidado personal; durante días, desde el momento de la 
detención hasta la expulsión o liberación, permanecen con la 
misma ropa. Un interno en su testimonio expuso: 

“Me llevaron ante el juez, imagínate a una persona que no se 
ducha durante cuatro días delante del juez, con la barba cre-
cida, la ropa sucia. ¿Cómo iba a mirar así al juez? Te presen-

tas, yo soy así, he estado en tal 
país, estuve estudiando, estuve 
trabajando y quiero integrarme 
a la sociedad, pero así como es-
tás el juez no te cree.” 

Debido a que no están estable-
cidas las fechas ni los horarios 
para la concreción de la expul-
sión, estas se realizan de forma 

sorpresiva cualquier día y a cualquier hora del día. Por este 
motivo los internos permanecen en un estado permanente de 
vigilia. Al referirse a este tema, un interno entrevistado señaló: 

“Es una cosa horrorosa, ¿sabe lo que hace falta ahí? No uno, 
sino dos o tres psicólogos que te orienten, porque si no estamos 
ahí las personas dando vuelta al cerebro pensando, pensando, 
pensando, en los papeles, el contrato. No podía dormir, escu-
chaba las rejas que sonaban y decía me van a llamar, ya me lle-
van. No hay justicia.” 

En cuanto a los tratamientos médicos de los internos que pade-
cen enfermedades crónicas como síndrome de inmunodeficien-
cia humana VIH, diabetes, hepatitis, cáncer, etc., son interrum-
pidos puesto que no se permite el ingreso de fármacos al centro. 
Excepcionalmente en CIE como el de Aluche, en Madrid, se han 
atendido ciertos tratamientos sin que exista una garantía res-
pecto al tipo y dosis del fármaco administrado.

El Reglamento estipula que los internos pueden presentar 
quejas en caso de malos tratos o deficiencias del centro; sin 
embargo, no existe un procedimiento que garantice que las 
quejas sean gestionadas y lleguen a las autoridades compe-
tentes para su revisión. En el informe de CEAR (2009) se ex-
pone que en el CIE de Zapadores, en Valencia, durante las 
visitas realizadas para la elaboración del informe, en más de 
una ocasión se solicitó revisar el registro de quejas del centro 

Los migrantes internos en los CIE  
sufren un deterioro físico y psíquico 
importante al estar sometidos a un  
régimen penitenciario
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o, en su defecto, ver alguna queja presentada por algún in-
terno, sin embargo esta petición nunca tuvo respuesta y fue 
sencillamente desestimada. 

En cuanto a los aspectos psicosociales, la detención en los CIE 
comporta secuelas para el migrante que ha atravesado la expe-
riencia del encierro. Un denominador común manifestado en 
las entrevistas realizadas a los migrantes liberados de los CIE 
que permanecen en territorio español en el “limbo jurídico” fue 
que durante las dos o tres semanas posteriores a la liberación 
del CIE no salieron de sus casas por temor a encontrarse nueva-
mente con una redada migratoria; luego de este período modi-
ficaron sus rutas de tránsito y sus espacios de socialización. 

“Me iba a trabajar, me cogieron en la entrada al metro de Can 
Vidalet, aquí al lado de mi casa. Ahora me da miedo salir y 
que me vuelvan a coger, no salgo de mi casa, no quiero ir al 
metro, yo no quiero que me encierren, tengo un trauma, yo 
no quiero volver ahí, eso es algo muy feo, yo nunca había 
estado detenido.”

Desde 2008 solo en el CIE de la Zona Franca de Barcelona, 
centro en el que se desarrolló el trabajo de campo, se ha re-
gistrado la muerte de tres internos: de Ecuador (2008) y de 
Marruecos (2010) por suicidio, y de Guinea-Conakry (2012) 
por falta de asistencia médica e 
intérpretes. Estos casos extre-
mos revelan la vulneración de 
derechos, el estrés psíquico y la 
carencia de condiciones básicas 
que existen en los CIE.

Desde la entrada en vigencia 
de la Reforma de la Ley de 
Extranjería en 2009 diversas 
organizaciones de la sociedad civil han creado una platafor-
ma para denunciar las condiciones de vulnerabilidad a las 
que están expuestos los inmigrantes retenidos en los CIE, así 
como para informar a la ciudadanía sobre su existencia. Pese 
a que en la Reforma de la Ley se señala que las ONG podrán 
brindar apoyo a los migrantes detenidos en los CIE, no existe 
una normativa que regule el procedimiento de participación 
y trabajo de estas organizaciones. Este hecho ha provocado 
que en la práctica las ONG no estén autorizadas para ingre-
sar en las instalaciones de los CIE, lo que impide un ejercicio 
de vigilancia directo, eficiente y permanente de lo que sucede 
dentro de estos centros por lo que deben limitar su espacio de 
trabajo y contacto con los internos al régimen de visitas.

Conclusiones: situación actual y propuestas

A lo largo de este trabajo se ha mostrado cómo los migran-
tes no comunitarios en situación irregular, al no ser recono-
cidos como ciudadanos, carecen de determinados derechos 
humanos universales dentro de las fronteras de los países 
de destino, “el universal jurídico, que aparentemente se 
muestra capaz de acoger todas las diferencias y de instituir 
el individuo particular como titular de derechos, acaba en 
realidad neutralizándolas, transformándolas en diversidades 
reconductibles al esquema de la transacción de los intereses” 
(Barcellona, 2000: 119). 

Los discursos administrativo-políticos sobre los migrantes 
en situación irregular, presentados como una amenaza al 
orden público, y vinculados con patologías sociales como la 
delincuencia, la criminalidad, el terrorismo o el narcotráfico, 
justifican ante la ciudadanía la creación de medidas de con-
trol social excepcionales y la aplicación de la violencia (De 
Lucas, 1994)12. Estas narrativas se materializan en acciones 
cotidianas concretas, como las redadas migratorias en espa-
cios públicos llevadas a cabo por los cuerpos policiales; las 
imágenes difundidas en los medios de comunicación en las 
que se subrayan las distinciones étnicas de los migrantes, en 
la creación de los CIE conocidos comúnmente como “cárceles 
para migrantes”.

Declaraciones como las expresadas por el ministro de Inte-
rior, Jorge Fernández Díaz, sobre el incremento de las expul-
siones cualificadas –de migrantes con antecedentes pena-
les– refuerzan la percepción del carácter “delictivo” de los 
y las migrantes. Sin embargo, estos datos, contrastados con 
las estadísticas que establecen que en 2011 el 70% de las in-
tervenciones policiales estuvieron dirigidas sobre colectivos 
migrantes, evidencian que existe una clara persecución hacia 
este sector de la población y una correlación directa en la ten-
dencia a identificar mayor cantidad de delitos cometidos por 
la población migrada debido a que esta es sujeto prioritario 

de la acción policial (Branda-
riz, 2011). 

Es relevante tener en cuenta 
el importante presupuesto 
que el Estado destina para el 
mantenimiento de los siste-
mas de control de la migra-
ción que se desarrollan sobre 
la base de modelos represivos 

y de vulneración de los derechos humanos de los migrantes. 
Si tenemos en cuenta las cifras expuestas ante la Cámara de 
Diputados (Alba Navarro, 2012) mencionadas en páginas an-
teriores, obtenemos que solo en 2011 el Gobierno destinó un 
presupuesto de aproximadamente veinticinco millones de 
euros al mantenimiento de los CIE y gestión de las expulsio-
nes, cifra a la que se debe agregar los salarios de los cuerpos 
policiales que participan en las redadas migratorias, seguri-
dad y control de los CIE y resguardo para el traslado de los 
migrantes expulsados. Cabe considerar además el ingente 
presupuesto que supone el mantenimiento y desarrollo de 
los sistemas de control de frontera como Frontex o Europol.   

Los CIE, sin ser considerados por la ley centros penitencia-
rios, mantienen en cautividad a los migrantes, haciéndolo 
además en instalaciones no adecuadas en las que sufren todo 
tipo de vejaciones y vulneraciones de derechos. Pese a las 

12. Es pertinente señalar que, según el informe Transatlantic Trends (German Marshall 
Fund of the United States, 2011), el 53% de los españoles encuestados consideró 
que la inmigración es más un problema que una oportunidad; una cifra esta por 
encima de la media europea. El informe de Cea D’Ancona y Valles Martínez (2009) 
también señala que casi la mitad de los españoles tienen una actitud de rechazo 
ante la inmigración. Para el caso español en general, véase también Zapata-Barrero 
(2009). En el caso específico de Cataluña, según los datos del informe del CEO (2011), 
la mayoría de los encuestados (85%) consideró que el volumen de inmigrantes en la 
actualidad era “excesivo” o “muy elevado”.

Apenas un 50% de los 16.590 migran-
tes internos en 2010 fueron expulsados 
(…) Estos datos ponen de manifiesto el 
carácter represivo más que efectivo de 
los CIE
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insistentes denuncias de las entidades de la sociedad civil y 
del propio Defensor del Pueblo, han tenido que lamentarse 
dos muertes consecutivas en los CIE para atraer la atención 
de la opinión pública y empujar así al Gobierno a tomar me-
didas concretas respecto a la gestión de estos centros.

De acuerdo con los datos publicados en la Memoria de la Fis-
calía General del Estado, apenas un 50% de los 16.590 migran-
tes internos en 2010 fueron expulsados (Conde-Pumpido, 
2010: 889); porcentajes similares se han mantenido en 2011 de 
acuerdo a los informes elaborados por diversas fundaciones 
y ONG que brindan apoyo a los migrantes detenidos. Estos 
datos ponen de manifiesto el carácter represivo más que efec-
tivo de los CIE en la gestión del control de los flujos migrato-
rios. Por otra parte, si contrastamos esta información con los 
datos sobre expulsiones cualificadas –que suelen comportar 
una doble sanción a los migrantes que pese a haber cumplido 
la pena de cárcel son expulsados de territorio español–, se 
ratifica el carácter represivo y sancionador que cumplen los 
CIE como parte de los procedimientos de expulsión. 

Una de las medidas propuesta por el Gobierno es la de orga-
nizar un programa de formación específico dirigido a los  
agentes de la Policía Nacional que prestan servicio en  
los Centros de Internamiento de Extranjeros, diseñado por 
La División de Formación y 
Perfeccionamiento de la Po-
licía Nacional. El objetivo se-
ría conseguir que los agentes 
destinados en los CIE adquie-
ran conocimientos en mate-
ria de prevención de riesgos 
en los centros e incorporar 
determinados protocolos de 
actuación ante eventuales 
situaciones de emergencia. Así, el “Curso de prevención de 
riesgos laborales para centros de internamiento de extranje-
ros (CIE)” constaría de módulos sobre legislación, conceptos 
básicos y sistema de gestión en prevención de riesgos labo-
rales; valoración de riesgos biológicos y aspectos sanitarios; 
planes de emergencia y evacuación; y técnicas de primeros 
auxilios. 

Otra de las medidas tomadas por el Gobierno ha sido que 
Barcelona disponga de dos juzgados de vigilancia que se 
harán cargo de gestionar las denuncias interpuestas por los 
internos en el CIE de la Zona Franca.

En lo que concierne al Reglamento de los CIE, el Gobierno 
está trabajando una propuesta para crear una normativa de 
funcionamiento común a todos los centros de España. El mi-
nistro de Interior ha manifestado públicamente que como 
parte del nuevo Reglamento se plantea la posibilidad de ce-
der la gestión de los CIE a las ONG, y que los cuerpos poli-
ciales se encarguen únicamente de las labores de seguridad. 
Esta es una medida ambigua puesto que, en primer lugar, el 
Estado debe ser el responsable de velar por las garantías y 
derechos de los migrantes privados de libertad como resul-
tado de una decisión judicial y administrativa, sin que esta 
responsabilidad pueda ser delegada a entidades de la socie-
dad civil. En segundo lugar, entran en cuestión los criterios 
para definir qué ONG serían designadas para la gestión de 

los CIE; en este sentido, la tercerización y privatización de 
servicios asistenciales sanitarios y de alimentación ya ha te-
nido graves consecuencias en estos mismos centros. Respec-
to a la asistencia sanitaria, por ejemplo, existen testimonios 
de internos que manifiestan que los médicos se han negado 
a entregar partes que pongan en evidencia que ha habido 
maltrato físico por temor a perder el empleo y la contrata-
ción de la empresa, con lo cual han dificultado la denuncia 
de situaciones de abusos por parte de los funcionaros hacia 
los internos. Situaciones similares podrían presentarse en los 
casos de las ONG designadas. En tercer lugar, se restringiría 
el carácter de vigilancia y observación que hasta el momento 
cumplen las ONG, situación que les ha permitido denunciar 
y presionar al Gobierno para mejorar las condiciones en los 
CIE e, incluso, plantear la desaparición de estos centros debi-
do al oscurantismo que existe en su funcionamiento.

En este sentido, la crítica al Reglamento aún nonato de los 
CIE se apoya en cuestiones de principio que van mucho más 
allá de problemas concretos en reconocimiento y garantía 
de derechos y que afectan a la propia concepción de estas 
instituciones. Esa es la razón por la que no pocas ONG con-
sideran que no hay reforma posible de los CIE, sino su diso-
lución. Un ejemplo de ese tipo de cuestiones de fondo es la 
ausencia de una perspectiva de género y muy concretamente 

la discriminación que padecen 
las mujeres inmigrantes rete-
nidas en esos centros. Con ca-
rácter más general, la iniciativa 
presentada por la plataforma 
“Que el derecho no se detenga 
a las puertas de los CIE” critica 
la reforma como mero maqui-
llaje, comenzando por su de-
nominación (los CIE pasarían a 

llamarse “centros de estancia controlada de extranjeros”).

Para quienes participan en la plataforma, el proyecto de Re-
glamento perpetúa el modelo policial actual y retrocede en 
derechos humanos, sin incorporar las recomendaciones y 
críticas emanadas del Defensor del Pueblo. En particular, se 
considera criticable que la dirección de todo lo que ocurre 
en el CIE siga estando a cargo de un miembro de la Policía 
Nacional. Así, establece que los trabajadores sociales estarán 
“bajo la dependencia directa del director del centro (un poli-
cía), a quien se someterán para su aprobación los oportunos 
planes o proyectos de actuación”. En el mismo sentido, el ar-
tículo 13 del Reglamento insiste de nuevo en el modelo po-
licial, al encomendar a la Dirección General de la Policía las 
competencias para adaptar el servicio sanitario a las necesi-
dades del centro. Sobre todo, en lo que toca a las condiciones 
de internamiento, el proyecto no manifiesta ni la excepciona-
lidad de la medida de internamiento, ni el hecho de que esta 
reclusión “no es una sanción, sino una medida cautelar” y, 
por tanto, que el CIE “no puede tener un carácter penitencia-
rio ni aflictivo”, tal y como fija la Ley de Extranjería. 

Entre las deficiencias concretas de equipamiento mínimo se 
señala la ausencia de referencias a sala de enfermería, mó-
dulos familiares de dimensiones adecuadas, aseos accesibles 
24 horas al día, una sala dotada con ordenadores y teléfo-
nos para comunicarse con el exterior, servicio de orientación 

El proyecto de Reglamento perpetúa el 
modelo policial actual y retrocede en dere-
chos humanos, sin incorporar las recomen-
daciones y críticas emanadas del Defensor 
del Pueblo
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jurídica y de traductores e intérpretes, etc. Por supuesto, se 
denuncian las trabas para que las ONG y asociaciones pue-
dan acceder a los CIE. Y asimismo se denuncia la regulación 
de los requisitos de ingreso y la solicitud de internamiento 
que harían posible el contrasentido de que se interne a una 
misma persona varias veces y el hecho de que no se garan-
ticen efectivamente las garantías constitucionales cuando se 
regulan los cacheos, los registros y las medidas de seguridad 
dentro del centro; ni los cauces para presentar quejas o los 
mecanismos de investigación de las denuncias de abusos po-
liciales.

Otro aspecto preocupante, y sobre el cual poca o ninguna 
atención se ha prestado, es la situación de los migrantes que 
quedan en “limbo jurídico”. De acuerdo a las declaraciones 
expuestas por el Pacto Nacional para la Inmigración de Ca-
taluña (Generalitat de Catalunya, 2009)13, la situación de los 
denominados inexpulsables es una condena a la exclusión 
social que sería perfectamente evitable si se tiene como refe-
rencia para la gestión de estos casos los precedentes jurídicos 
de otros países europeos como el Reino Unido, que contem-
plan una normativa y un estatus jurídico a quienes han pasa-
do por los CIE y no se ha podido gestionar su expulsión (El 
Periódico, 17.01.2012).

Cabe destacar la importancia de que el Gobierno esté adop-
tando medidas respecto a la gestión sobre los CIE. Sin embar-
go, es necesario revisar con detenimiento cuáles serán estas 
medidas y qué consecuencias tendrán en un futuro para los 
migrantes. Por otra parte, es preciso señalar que estas medi-
das serán elaboradas y acogidas en un contexto de convulsión 
social generalizado, debido al contexto político, económico y 
social de crisis que vive el país, en el cual los recortes econó-
micos para la inversión social han sido los protagonistas y en 
el que los migrantes en situación irregular o con irregulari-
dad sobrevenida están siendo uno de los colectivos más gra-
vemente afectados. En este contexto desfavorable, el reto de 
la gestión de la inmigración en clave de inclusión y cohesión 
social se hace particularmente acuciante (Rodríguez García, 
2010a: 57-58; Aja, Arango y Oliver, 2012: 22).
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